25PES-299
Don Miguel Bujanda Cirauqui, miembro de las Cortes de Navarra, adscrito al Grupo Parlamentario Unión del Pueblo Navarro (UPN), al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de la Cámara, realiza las siguientes preguntas escritas a la Consejera de Interior, Función Pública y Justicia del Gobierno de Navarra relativas a la emisión de la Orden Foral 58/2025, de 5 de agosto:
¿Qué informes técnicos o jurídicos sustentan la emisión de la Orden Foral 58/2025, de 5 de agosto, por la que se prohíbe temporalmente toda actividad en suelo no urbanizable?
¿Cuáles fueron los órganos técnicos o direcciones generales que intervinieron en la redacción, validación y firma de dicha orden?
¿Se consultó previamente a los departamentos de Desarrollo Rural, Medio Ambiente o Industria antes de dictarla?
¿Y a entidades representativas del sector agrario o económico?
¿Se elaboró alguna evaluación del impacto económico o social de la paralización decretada? En caso afirmativo, ¿puede remitirse? En caso negativo, ¿por qué no se elaboró?
¿Qué criterios objetivos se utilizaron para aplicar la paralización de forma generalizada a todo el territorio, sin distinción por comarcas, condiciones meteorológicas o tipo de actividad?
¿Existía previsión legal, normativa o recogida en planes sectoriales que habilitara a la Consejería de Interior a suspender actividades económicas ajenas a su ámbito competencial?
¿Recibió la consejera Amparo López algún tipo de advertencia legal interna o externa, antes o después de firmar la Orden Foral 58/2025, sobre su posible ilegalidad o extralimitación competencial?
¿Qué fecha y formato tuvo la decisión de "flexibilizar" la orden foral? ¿Quién la propuso y en base a qué informes?
¿Se ha registrado alguna reclamación patrimonial o denuncia contra el Gobierno de Navarra como consecuencia directa de dicha orden foral?
¿Quién propuso la medida dentro del Gobierno? ¿La presidenta María Chivite fue informada o la avaló?
¿Cuántas inspecciones se realizaron el 5 de agosto para hacer cumplir la orden? ¿Se impusieron sanciones?
¿Se tiene constancia de que alguna persona física o jurídica haya incurrido en pérdidas demostrables como consecuencia de la orden?
¿Qué diferencias hay entre el contenido del INFONA y lo ejecutado por la consejera? ¿Dónde se menciona que el INFONA permita suspender la actividad económica?
¿Se han planteado mecanismos de compensación económica a los afectados por esta paralización?
Pamplona, a 8 de agosto de 2025
El Parlamentario Foral: Miguel Bujanda Cirauqui
